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                                                                                      Concepto 5672

Bogotá, D.C., 12 de noviembre de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 5º (incisos 2º y 3º y parágrafo 2º), 6º (incisos 1º a 4º y parágrafo 2º), 8º (parágrafos 1º y 2º) de la Ley 1653 de 2013, “por la cual se regula un arancel judicial y se dictan otras disposiciones”.


Demandante: FELIPE DE VIVERO ARCINIEGAS Y OTROS



Magistrado Ponente: NILSON PINILLA PINILLA


Expediente D-9883 



Concepto 5672
Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda que, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1° de la Carta, instauraron los ciudadanos FELIPE DE VIVERO ARCINIEGAS, PAULA GALLO VELÁSQUEZ, MARÍA CATALINA GUERRERO, CARLOS PERDOMO GUERRERO, PAOLA ORDÓÑEZ ARIAS, JORGE JULIÁN BARACALDO Y MARÍA ROCÍO VARGAS, contra los artículos 5º (incisos 2º y 3º y parágrafo 2º), 6º (incisos 1º a 4º y parágrafo 2º), 8º (parágrafos 1º y 2º) de la Ley 1653 de 2013, “por la cual se regula un arancel judicial y se dictan otras disposiciones”, cuyo texto se transcribe a continuación, subrayando lo demandado:
“LEY 1653 DE 2013

(julio 15)

D.O. 48.852, julio 15 de 2013

por la cual se regula un arancel judicial y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:

[…] 

Artículo 5°. Excepciones. […]

En los procesos contencioso administrativos diferentes al contencioso laboral, cuando el demandante sea un particular, se causará y pagará el arancel judicial de acuerdo con las reglas generales previstas en la presente ley. Sin embargo, en caso de que prosperen total o parcialmente las pretensiones, el juez ordenará en la sentencia que ponga fin al proceso la devolución, total o parcial, del arancel judicial y dará aplicación al parágrafo 1° del artículo 8° de esta ley.

Cuando el demandante sea una persona natural y en el año inmediatamente anterior a la presentación de la demanda no hubiere estado legalmente obligada a declarar renta, o cuente con amparo de pobreza, el pago del arancel judicial estará a cargo del demandado vencido en el proceso. En este caso, la base gravable serán las condenas económicas decretadas en la sentencia. El juez que conozca del proceso, al admitir la demanda, reconocerá tal condición, si a ello hubiere lugar. La circunstancia de no estar obligado a declarar renta es una negación indefinida que no requiere prueba.

[…] 

Parágrafo 2°. En las sucesiones procesales en las que el causante hubiere estado exceptuado del pago del arancel judicial, será obligatorio su pago, salvo que el causahabiente, por la misma u otra condición, se encuentre eximido. El juez no podrá admitir al sucesor procesal sin que este hubiere pagado el arancel judicial, cuando a ello hubiere lugar.

[…]

Artículo 6°. Sujeto pasivo. El arancel judicial está a cargo del demandante inicial, del demandante en reconvención o de quien presenta una demanda acumulada en procesos con pretensiones dinerarias. De la misma manera, estará a cargo del llamante en garantía, del denunciante del pleito, del ad excludendum, del que inicie un incidente de liquidación de perjuicios cuando no se trate del mismo demandante que pagó el arancel al presentar la demanda y de todo aquel que ejerza una pretensión dineraria.

El demandante deberá cancelar el arancel judicial antes de presentar la demanda y deberá acompañar a ella el correspondiente comprobante de pago, salvo en los casos establecidos en el artículo 5° de la presente ley. En caso de no pagar, no acreditar su pago o hacer un pago parcial del arancel judicial, su demanda será inadmitida en los términos del artículo 85 del Código de Procedimiento Civil.

El juez estará obligado a controlar que el arancel judicial se haya pagado de acuerdo con lo establecido en la ley o que la persona o el proceso se encuentren exonerados de pagar el arancel judicial, de lo cual dejará constancia en el auto admisorio de la demanda.

El arancel se tendrá en cuenta al momento de liquidar las costas, de conformidad con lo previsto en los artículos 393 del Código de Procedimiento Civil y subsiguientes. Al momento de liquidar las costas solo se tendrá en cuenta el valor indexado del arancel judicial, excluyendo del mismo las sanciones previstas en el parágrafo 1° del artículo 5° de la presente ley.

[…]
Parágrafo 2°. Si en cualquier etapa del proceso se establece que no se ha pagado total o parcialmente el arancel judicial, el juez realizará el requerimiento respectivo para que se cancele en el término de cinco (5) días, so pena de aplicar las consecuencias previstas para el desistimiento tácito, la perención o cualquier otra forma de terminación anormal del proceso, según el estatuto procesal aplicable.

[…]
Artículo 8°. Tarifa. […]
Parágrafo 1°. Las sumas pagadas por concepto de arancel judicial serán objeto de devolución al demandante, en el evento en que el juez de única, primera o segunda instancia no cumpla con los términos procesales fijados en la ley en relación con la duración máxima de los procesos de conformidad con lo establecido en las normas procesales.

El trámite de devolución del arancel judicial podrá realizarse, a solicitud del sujeto pasivo que realizó el pago, mediante el reembolso directo o mediante la entrega de certificados de devolución de arancel judicial que serán títulos valores a la orden, transferibles, destinados a pagar los tributos administrados por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), en los términos que establezca el Gobierno Nacional.

No habrá lugar al reembolso al demandante de lo pagado por concepto de arancel judicial cuando el demandado no hubiere estado obligado a declarar renta en el año inmediatamente anterior al momento de la presentación de la demanda. De igual forma, no estará obligado al pago del arancel judicial el demandado vencido en el proceso, de conformidad con lo establecido en el artículo 5° de la presente ley cuando el demandado no hubiere estado obligado a declarar renta en el año inmediatamente anterior al momento de presentación de la demanda.

La emisión y entrega de los certificados de devolución de arancel judicial la efectuará la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial del Consejo Superior de la Judicatura o quien haga sus veces, de acuerdo con el reglamento que para el efecto expida el Gobierno Nacional.

El Director General de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), adoptará los procedimientos que considere necesarios, a fin de autorizar y controlar el pago de los Impuestos Nacionales con los Certificados de Devolución de Arancel Judicial.

Parágrafo 2°. Cuando la demanda no fuere tramitada por rechazo de la misma en los términos establecidos en la ley procesal, el juez en el auto correspondiente ordenará desglosar el comprobante de pago, con el fin de que el demandante pueda hacerlo valer al momento de presentar nuevamente la demanda.

[…]”.                                                                 
1. Planteamiento de la demanda

Los accionantes consideran que las normas parcialmente demandadas vulneran los artículos 2º, 13, 29 y 229 de la Constitución Política. Como fundamento de lo anterior, señalan que las disposiciones parcialmente acusadas suponen una restricción excesiva y desproporcionada a los derechos a la igualdad, al acceso a la administración de justicia y al debido proceso y, como consecuencia de esto, los apartes impugnados de la Ley 1653 de 2013 desconocen los fines esenciales del Estado.  

Para desarrollar este cargo, los actores realizan un test estricto de proporcionalidad, como se reseña a continuación: 

· En la demanda se señala que los fragmentos normativos acusados persiguen dos propósitos constitucionales importantes y legítimos: por una parte, obtener recursos adicionales para mejorar la situación de la Rama judicial y, por otro lado, desincentivar la presentación de acciones judiciales temerarias que “desgastan” innecesariamente el aparato judicial. 
· Sin embargo, los ciudadanos demandantes arguyen que la medida consistente en cobrar el arancel antes de la presentación de la demanda, no es adecuada porque no logra el objetivo de recaudar recursos adicionales. A juicio de los accionantes, la Ley acusada, al prever que el arancel (indexado) se devolverá al demandante victorioso al final del proceso (arts. 6º -inc. 2º- y 8º), “conlleva la alta posibilidad de que no se generen ingresos adicionales”. Así mismo, consideran que las medidas contenidas en la Ley 1653 de 2013 no son eficaces de cara a la obtención de mayores recursos para la rama judicial porque no todas las personas obligadas a declarar renta el año inmediatamente anterior a la presentación de la demanda tienen la capacidad económica de pagar el arancel
. Para sustentar esta afirmación aseguran que (i) no todos los obligados a declarar renta deben, necesariamente, pagar este impuesto; y (ii) incluso aquellos obligados a pagar el impuesto de renta, no siempre tienen “los recursos de manera líquida y disponible”. 
· Por otro lado, para los actores existen medidas menos gravosas que las elegidas por el Legislador para conseguir un recaudo de dinero más alto para fortalecer la Rama Judicial. Así por ejemplo, plantean que es posible cobrar el arancel al final de los procesos ejecutivos y que su pago pueda hacerse por medio de entidades bancarias. De este modo, sostienen los demandantes, no solo se logra la finalidad de la norma, sino que también se garantiza el derecho a la igualdad y al acceso a la administración de justicia en tanto que, a su juicio, sólo se generará el tributo a cargo de quien verdaderamente puede pagarlo y, además, no se restringirá su derecho de acceder a la administración.  
· Finalmente, manifiestan que la medida consistente en cobrar el arancel judicial al inicio del proceso no es proporcional “puesto que se imponen restricciones y barreras que dificultan de forma grave el acceso a la administración de la justicia de quienes no tengan dinero para pagar el arancel judicial”.   
Así, y de conformidad con este examen de proporcionalidad, concluyen los actores que: (i) se viola el principio de igualdad material al exigir el pago de un tributo a quienes no tienen la capacidad económica suficiente para sufragarlo; (ii) se desconoce el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia puesto que la norma crea barreras desproporcionadas para la protección judicial efectiva de los derechos de los asociados; (iii) como consecuencia de lo anterior, se quebranta el derecho al debido proceso y más concretamente los derechos de acción, a la defensa y a obtener una tutela judicial efectiva; y (iv) se contrarían los fines esenciales del Estado debido a que se dificulta el cumplimiento de la obligación a cargo de las autoridades públicas consistente en garantizar la efectividad de los derechos y deberes contenidos en la Constitución       
 2. Problema jurídico

Corresponde establecer si los artículos demandados de la Ley 1653 de 2013, al establecer que (i) el arancel judicial deberá pagarse de manera anticipada a la presentación de la demanda en cualquier proceso judicial con pretensiones dinerarias; y (ii) únicamente estarán exentos de cancelar esta contribución los demandantes que cuenten con amparo de pobreza, así como los accionantes que el año inmediatamente anterior a la presentación de la acción judicial no hubieren estado obligados a declarar renta; resultan contrarios a los fines esenciales del Estado (art. 2º Superior) y a los derechos a la igualdad (art. 13 constitucional), al debido proceso (art. 29 de la Constitución Política) y al acceso a la administración de justicia (art. 229 constitucional).  

3. Análisis constitucional

Esta Jefatura considera que las normas parcialmente acusadas son inconstitucionales en la medida en que vulneran de manera grave el derecho al acceso a la administración de justicia, como pasa a demostrarse
.  

(i) En primer lugar, esta Vista Fiscal no comparte las razones de los demandantes relacionadas con la supuesta infracción del principio de igualdad material. Como lo sostuvo esta Jefatura en un concepto anterior
, las disposiciones parcialmente impugnadas consagran dos excepciones complementarias al deber de pagar el arancel judicial, que tienen como común denominador la capacidad económica de la persona.  
En efecto, el inciso 3º del artículo 5º de la Ley 1653 de 2013 dispone, por una parte, que no estarán obligados a pagar el arancel judicial los demandantes que sean personas naturales y que el año inmediatamente anterior a la presentación de la demanda, no hubiesen estado obligadas a declarar renta. Así mismo, esta misma norma exime del pago de la contribución referida a las personas naturales que cuenten con amparo de pobreza. A juicio de esta Jefatura, estas dos excepciones son medidas eficaces para identificar la capacidad contributiva real y concreta de los potenciales usuarios de la jurisdicción y, de conformidad con esto, determinar si están obligados a pagar el tributo. 

Así, en relación con “las personas que no hayan estado obligadas a declarar renta el año inmediatamente anterior a la presentación de la demanda, es posible afirmar que la norma tiene en cuenta la capacidad contributiva del potencial demandante para efectos de exonerarlo del pago del arancel. En desarrollo de esto, es preciso recordar que los criterios para determinar quién está obligado a declarar renta, atienden, por regla general, al nivel de ingresos y gastos de la persona, de conformidad con los artículos 591 a 597 del Estatuto Tributario”
. En ese sentido, el diseño detallado y específico de las pautas para definir si alguien debe declarar renta, obedece a que el Legislador, en cumplimiento del principio de progresividad tributaria (que es a su turno una concreción del derecho a la igualdad material), trata -en lo posible- de obligar a presentar la declaración de renta únicamente a aquellos sujetos que realmente –por la cantidad de sus ingresos y gastos- puedan, eventualmente, contribuir con este impuesto. 
Ahora bien, podría afirmarse, como lo hacen los accionantes, que esta excepción es insuficiente porque, por ejemplo, no todos los obligados a declarar renta tienen la capacidad contributiva necesaria para pagar el arancel de manera anticipada. No obstante la “segunda excepción suple las eventuales deficiencias de la primera exención, teniendo en cuenta que los criterios para definir la capacidad contributiva del potencial usuario del sistema judicial ya no son abstractos (i.e. Estatuto Tributario), sino concretos, atendiendo a la situación económica particular de la persona”
. En ese orden de ideas, los usuarios del sistema judicial que soliciten el amparo de pobreza, tienen  que demostrar que “[…] no se hall[an] en capacidad de atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos […]”
. Así las cosas, así el demandante esté obligado a declarar renta, si demuestra que se “se encuentr[a] en una situación económica considerablemente difícil, [puede] ser válidamente exonerad[o] de la carga procesal de asumir ciertos costos, que inevitablemente se presentan durante el transcurso del proceso”
, costos que incluyen, como es obvio, el pago del arancel judicial. 
En suma, la concurrencia de criterios abstractos (Estatuto Tributario) y concretos (amparo de pobreza) para determinar la capacidad contributiva de una persona de cara al pago del arancel judicial, permiten concluir que no existe una violación a la obligación de dar un trato diferenciado a las personas que se encuentran en una situación económica que les imposibilita cancelar esta contribución. 
(ii) En segundo término, esta Jefatura considera que la medida analizada vulnera el derecho de acceso a la administración de justicia (art. 229 constitucional) porque restringe desproporcionadamente la posibilidad real y efectiva de acudir a la jurisdicción para solicitar la protección de los derechos consagrados en la Constitución o en la ley. 
Para sustentar esta afirmación es preciso anotar que, en general, la existencia de un arancel supone una restricción al acceso material y efectivo a la administración de justicia puesto que, “en último término[,] es un requisito adicional que se impone para ventilar ante los jueces una controversia jurídica”
. 
Ahora bien, en el caso sub examine, la Ley 1653 de 2013 modifica tres características fundamentales frente a la regulación del arancel contenida en la derogada Ley 1394 de 2010 que, en conjunto, representan una mayor restricción a los derechos fundamentales de los potenciales usuarios del sistema judicial: el hecho generador del tributo se amplifica porque el arancel se genera en cualquier proceso judicial con pretensiones dinerarias
; el momento en el cual debe pagarse el arancel debe ser anterior a la presentación de la demanda
; y la base gravable se aumenta porque la tarifa del arancel debe aplicarse, por regla general, al monto total de las pretensiones dinerarias de la demanda o de cualquier otro trámite judicial
. En concreto, esta mayor limitación de los derechos fundamentales que se origina por la regulación contenida en la norma acusada, se evidencia porque “el hecho de que el arancel deba pagarse de manera anticipada a la presentación de la demanda, en una mayor cantidad de procesos (no solo los ejecutivos) y en cualquier evento en el que esté presente una pretensión dineraria, dificulta necesariamente el acceso a la administración, a tal punto que si el arancel no se cancela, el juez deberá inadmitir la demanda”
. 

Bajo esa perspectiva, esta nueva restricción es desproporcionada porque, como tuvo oportunidad de exponerlo esta Vista Fiscal en el Concepto 5647 del 4 de octubre de 2013
, se afecta de manera grave el núcleo esencial del derecho fundamental al acceso a la administración de justicia. En efecto: 
· Como se deduce de los antecedentes legislativos
, los problemas estatales del recaudo del arancel regulado en la Ley 1394 de 2010, se trasladan injustificadamente a los usuarios de la administración de justicia y se tratan de corregir “por medio de restricciones exageradas de los derechos fundamentales de las personas, con lo cual las personas estarían al servicio del Estado y no al contrario como debe ser”.
· Se desincentiva la presentación de pretensiones verdaderamente justas ante los jueces, porque a pesar de que al final del proceso eventualmente se puede reintegrar al accionante el arancel previamente sufragado, “las puertas de la justicia, de lo que le corresponde a cada quien, están cerradas hasta que no se pague una suma de dinero”. Esto es particularmente grave desde el punto de vista constitucional, porque, por regla general, las personas acuden a la jurisdicción para reclamar lo suyo, lo debido o lo justo (en último término su derecho), pero esa pretensión conforme a Derecho está supeditada al pago anticipado de una suma de dinero.
· La ampliación de la base gravable a todos los procesos judiciales (incluyendo los declarativos), no tiene ninguna justificación legislativa. “En ese sentido, aunque el objetivo de la norma sea loable, existe un deber de explicar las razones que permiten ampliar su cobro a procesos diferentes a los ejecutivos por un motivo básico: se está incrementando el campo de aplicación de una restricción a un derecho fundamental”. Adicionalmente, este defecto se profundiza con el cobro anticipado del tributo en los procesos declarativos porque “[e]n este tipo de eventos, […] difícilmente el demandante podrá obtener una suma de dinero” en la medida en que no existe certeza sobre la existencia o exigibilidad del derecho o de la relación jurídica reclamada
.           
En síntesis, esta Jefatura estima que la regulación del arancel prevista por la Ley 1653 de 2013, es contraria al derecho al acceso a la administración de justicia y, por lo tanto, la Corte Constitucional debe declarar su inconstitucionalidad. 
4. Conclusión

En razón de lo anterior, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que declare la INEXEQUIBILIDAD de la Ley 1653 de 2013.
De los Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/VBR
� Para los accionantes, esta incapacidad económica podría diluirse si el tributo se cobrara al final de –únicamente- los procesos ejecutivos, en cuyo caso, la persona sí tendría los recursos para pagar esta contribución.  


� Esta Vista Fiscal estima que es conveniente tener en cuenta los argumentos contenidos en el Concepto número 5647 del 4 de octubre de 2013 (relativo a los expedientes D-9811, D-9814, D-9815, D-9820, D-9832, D-9833 y D-9835 acumulados al expediente D-9806) en tanto que algunos de los cargos contenidos en esas acciones son muy similares a los que exponen los actores en la presente demanda.  


� Ibídem. 


� Ibídem. Se omiten las notas al pie del fragmento citado.


� Ibídem.


� Código General del Proceso, art. 151.


� Ver entre otras, la sentencia T-114 de 2007 (M.P. Nilson Pinilla Pinilla).


� Concepto número 5647 del 4 de octubre de 2013 (relativo a los expedientes D-9811, D-9814, D-9815, D-9820, D-9832, D-9833 y D-9835 acumulados al expediente D-9806).


� El artículo 3º de la Ley 1394 disponía que el arancel se generaba por la existencia de procesos judiciales ejecutivos cuyas pretensiones dinerarias fueran iguales o superiores a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes. La ampliación en la norma demandada en este aspecto es doble: el tributo se causa si existe un proceso judicial (independientemente de si es ejecutivo o no), con pretensiones dinerarias (ya no existe un límite frente al monto de mínimo de las pretensiones).    


� Anteriormente el gravamen se pagaba al final del proceso judicial respectivo (art. 6º de la Ley 1394 de 2010). Por su parte, la Ley acusada dispone que éste debe ser cancelado antes la presentación de la acción judicial respectiva, de tal modo que el comprobante de pago debe adjuntarse a la demanda. En caso de no hacerlo, ésta será inadmitida de conformidad con el artículo 85 del Código de Procedimiento Civil. Cfr. Ley 1653 de 2013, art. 6º, inciso 2º.  


� Cfr. Ley 1653 de 2013, art. 7º. Por oposición, la Ley 1394 de 2010 (art. 6º) preveía que el arancel debía liquidarse sobre las condenas efectivamente decretadas en la sentencia.  


� Concepto número 5647 del 4 de octubre de 2013 (relativo a los expedientes D-9811, D-9814, D-9815, D-9820, D-9832, D-9833 y D-9835 acumulados al expediente D-9806).


� Relativo a los expedientes D-9811, D-9814, D-9815, D-9820, D-9832, D-9833 y D-9835 acumulados al D-9806. Los fragmentos en cursiva que aparecen a continuación, son citas textuales de este concepto. 


� Cfr. Gaceta del Congreso de la República número 532 de 2011, p. 14. 


� En el Concepto 5647 del 4 de octubre de 2013 se ejemplificó esta situación de la siguiente manera: “basta considerar el caso de una persona que recurre a un proceso de pertenencia para que un juez declare que ha operado la prescripción adquisitiva sobre un bien que ha poseído por el término que establece la Ley. En ese evento, si el actor formula pretensiones dinerarias, deberá pagar el arancel judicial anticipadamente así no vaya a recibir al final del proceso suma de dinero alguna, sino el reconocimiento de un derecho. Podría afirmarse contra esta razón que, según la Ley, el demandado vencido deberá pagar el arancel cuando liquiden las costas, pero (i) el demandado no siempre debe pagar el arancel porque puede estar exonerado de hacerlo si no estaba obligado a declarar renta el año inmediatamente anterior de la demanda (art. 8, parágrafo 1º de la Ley 1653 de 2013); y (ii) si el pago se produce será, en todo caso, al final del proceso”.
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